
Ciudad de México, 15 de abril de 2021

SEN. OSCAR EDUARDO RAMIREZ AGUILAR

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA

SENADO DE LA REPÚBLICA

PRESENTE

Del Senador Raúl Bolaños-Cacho Cué, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México de la LXIV Legislatura al Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 200, 201 y 202 del Reglamento del Senado de la República,
someto a consideración del pleno de esta Soberanía, la siguiente reserva para adicionar
un artículo transitorio al DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE JUSTICIA Y

ESTUDIOS LEGISLATIVOS, SEGUNDA, POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY ORGÁNICA
DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Y LA LEY DE CARRERA JUDICIAL DEL
PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN; SE REFORMAN, ADICIONAN O DEROGAN
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL

SERVICIO DEL ESTADO, REGLAMENTARIA DEL APARTADO 8) DEL ARTÍCULO 123
CONSTITUCIONAL; DE LA LEY FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA; DE LA LEY DE
AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DE LA LEY REGLAMENTARIA DE
LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y DEL CÓDIGO FEDERAL DE
PROCEDIMIENTOS CIVILES, de conformidad con las siguientes:

CONSIDERACIONES

La reforma constitucional al Poder Judicial de la Federación, publicada en el Diario Oficial
de la Federación el pasado 11 de marzo de 2021, ha sido la más trascendente y
ambiciosa a la justicia federal desde 1994. No solamente implica nuevas estructuras,
reordenación de competencias y modificaciones tanto sustantivas como orgánicas, sino
que propone una profunda renovación del sistema de impartición de justicia a nivel federal
y una apuesta por el fortalecimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como
tribunal constitucional.

Tanto dicha reforma como las modificaciones legales que ahora analizamos plantean una
transformación profunda que pasa por un nuevo mecanismo de creación de
jurisprudencia, un nuevo modelo de capacitación judicial, un renovado sistema de carrera
judicial, un fuerte impulso a los servicios de defensoría y asesoría pública, nuevos
sistemas de combate a la corrupción, al tráfico de influencias, al acoso y al hostigamiento
sexual, así como un rediseño del régimen de responsabilidades administrativas en
consonancia con el Sistema Nacional Anticorrupción.

En este sentido, la finalidad del presente paquete de reformas legales no es solo la de
llevar a cabo las adecuaciones pertinentes en sintonía con la reforma constitucional, sino
garantizar que se cumplan los propósitos del Constituyente de transformar la impartición
de justicia federal en nuestro país, en beneficio de las personas más marginadas.

Ahora bien, del dictamen a discusión se advierte que las reformas suponen para Consejo
de la Judicatura Federal un esfuerzo de producción normativa de gran trascendencia y
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envergadura. Se le impone la obligación de emitir una gran cantidad de normatividad
tendiente a regular tanto aspectos sustantivos como administrativos de gran complejidad,
de los cuales depende, en gran medida, el cumplimiento de los fines de la reforma.

El Consejo deberá llevar a cabo una reorganización total de su propia estructura y
funcionamiento, para determinar las comisiones que sean necesarias a la luz de los
propósitos de la reforma que incluyen el fortalecimiento de la carrera judicial, el combate a
la corrupción y el nepotismo, el uso racional de recursos, el nuevo paradigma de
capacitación, el nuevo paradigma de la defensoria y asesoría pública, etc.

Para la instalación de los Tribunales Colegiados de Apelación y de los Plenos Regionales
será necesaria una reordenación administrativa de todos los órganos jurisdiccionales
federales del país, para cumplir con el reto de que ello se haga sin presupuesto adicional,
lo que implicará rediseñar las plantillas y evaluar las cargas de trabajo de juzgados y
tribunales federales a nivel nacional para hacer más eficientes los procesos, lo que
supone una reingenieria a partir de los recursos humanos y materiales existentes.

En cuanto a la carrera judicial, deberá expedirse la normativa que regule los concursos de
oposición para cada una de las categorías; se deberá diseñar la modalidad escolarizada
para los concursos de acceso a la categoría de juez o jueza de distrito; deberán
implementarse los mecanismos para la evaluación del desempeño, lo cual constituye una
figura completamente novedosa a través de la cual se tomarán decisiones sobre
obtención de estímulos, reconocimientos, así como sobre la permanencia en la carrera
judicial, todo ello con perspectiva de género y con medidas tendientes a la conciliación
entre la vida laboral y familiar, lo que supone una perspectiva transversal a todo el diseño.

De igual manera será necesario consolidar el funcionamiento de la Escuela Federal de
Formación Judicial como institución académica de vanguardia y su papel fundamental en
la formación y selección de operadores del sistema de impartición de justicia federal,
incluyendo personas juzgadoras, defensoras y asesoras. Habrá que darle el impulso
necesario para que participe también en la formación de cuadros jurisdiccionales en las
entidades federativas.

En lo que toca al Instituto Federal de Defensoria Pública, se deberán fortalecer sus
capacidades institucionales para hacer frente a las nuevas materias en las que deberá
intervenir y para garantizar que los abogados del pueblo lleguen a todos los rincones del
pais, también a partir de una reorganización administrativa que no implique recursos
presupuestarios adicionales.

Como puede verse, la instrumentación de esta reforma es compleja y profunda. Requiere
de cambios juridico-normativos, jurisdiccionales, administrativos e implica incluso un
cambio cultural al interior del Poder Judicial de la Federación. Dejarla incompleta haría
nugatoria la propia reforma constitucional e impedirla la transformación de la justicia que
el pueblo de México exige y espera. Ciertamente, la pandemia por Covid-19 impidió que la
reforma constitucional se aprobara hace un año como esperábamos, y la aprobación
misma de las leyes secundarias en este momento se hará en condiciones en que los
poderes judiciales aún no operan con normalidad, lo que implica que no podrá hacerse
con la rapidez que los tiempos exigen.

Por ello, si queremos transformar al Poder Judicial de la Federación y cumplir asi los
anhelos de justicia del pueblo de México debemos asegurarnos de que el órgano
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administrativo encargado de su instrumentación cuente con el tiempo y la continuidad
necesarios para efectuar los cambios profundos que la Constitución y las presentes leyes
imponen y, por ello, se sugiere a esta Soberanía adicionar un artículo transitorio por el
cual se prorroguen por dos años los cargos de quienes integran el Consejo de la
Judicatura.

Este transitorio es indispensable para la correcta y adecuada instrumentación de la
reforma al Poder Judicial de la Federación que se conforma tanto por la Constitución
como por las leyes reglamentarias y orgánicas a que se refiere el presente decreto.
Ampliar por dos años el período de ejercicio de los integrantes del Consejo de la
Judicatura Federal dotará de coherencia a la implementación de las reformas, le dará una
dirección cierta y permitirá concretarla. La fase legislativa es solo la primera etapa de la
renovación judicial que planteamos. La fase complementaria es la de su implementación
efectiva por parte del Poder Judicial, lo que exige contar con el tiempo necesario para
aterrizar la visión del Constituyente de una justicia renovada y de calidad para todas las
personas.

Por lo expuesto, someto a consideración de este Pleno adicionar el siguiente
artículo transitorio al dictamen que se discute:

RESERVA:

DÉCIMO TERCERO. Con el fin de implementar la reforma constitucional al
Poder Judicial de la Federación publicada en el Diario Oficial de la
Federación de 11 de marzo de 2021 y las leyes reglamentarias a las que se
refiere el presente Decreto, la persona que a su entrada en vigor ocupe la
Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de
la Judicatura Federal durará en ese encargo hasta el 30 de noviembre de
2024. Asimismo, el Consejero de la Judicatura Federal nombrado por el
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 1 de diciembre de
2016 concluirá su encargo el 30 de noviembre de 2023; el Consejero de la
Judicatura Federal nombrado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación el 24 de febrero de 2019 concluirá sus funciones el 23 de

febrero de 2026; el Consejero de la Judicatura Federal nombrado por el
Ejecutivo Federal el 18 de noviembre de 2019 concluirá el 17 de noviembre
de 2026; las Consejeras de la Judicatura Federal designadas por el Senado
de la República el 20 de noviembre de 2019 concluirán su encargo el 19 de
noviembre de 2026; y el Consejero de la Judicatura Federal designado por
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 1 de diciembre de
2019 durará en funciones hasta el 30 de noviembred^026.
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